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MODIFICACIÓN N° 5 PRORROGA N.º 2 AL CO1.PCCNTR.6348306. CUYO OBJETO ES 
“ADECUACIONES Y REPARACIONES LOCATIVAS A LOS PALACIOS DE JUSTICIA DE LOS 
MUNICIPIOS DE SAN ANTONIO DE PALMITO, SAN BENITO DE ABAD, SAMPUES, SUCRE, 
CAIMITO, SAN MARCOS Y CHALAN EN EL DEPARTAMENTO DE SUCRE 

 
 
La Ley 80 de 1993 no se refirió a la posibilidad de prorrogar los contratos estatales, al igual 
que tampoco lo prohibió. En vista de ello, es necesario partir de las remisiones que hace la 
Ley 80 de 1993 al derecho privado y al principio de la autonomía de la voluntad para llenar 
este aspecto ―arts. 13, 32 y 40―. De esta manera, los particulares tienen amplia libertad 
para prorrogar el plazo de cualquier contrato y, salvo ciertas disposiciones específicas de 
algunas tipologías contractuales, no existen criterios que determinen límites a esta 
posibilidad ni a su alcance, de manera que el principio de la autonomía de la voluntad en 
este aspecto despliega ampliamente sus efectos, lo que a su vez es trasladable, como 
principio, a los contratos estatales. 
 
La idea de que los plazos de los contratos estatales pueden prorrogarse es sostenida, 
pacíficamente, por la jurisprudencia y la doctrina. A modo de ejemplo, el Consejo de Estado, 
en Sentencia del 24 de agosto de 2005, señala que dicha posibilidad se debe a que el plazo 
es un elemento accidental de los contratos estatales, por lo que existe gran amplitud en su 
delimitación por las partes, lo que se transfiere a la posibilidad de modificarlo por voluntad 
de las partes. Allí se indica 
 
Por otra parte, la prórroga del plazo de los contratos tiene el sustento jurídico de que el 
plazo no constituye un elemento de la esencia de los contratos a que alude el artículo 1501 
del Código Civil y, por tanto, se puede modificar por acuerdo de las partes, pues no es una 
de ‘… aquellas cosas sin las cuales, o no produce efecto alguno, o degenera en otro 
contrato diferente’. Tampoco es un elemento de la naturaleza del contrato, esto es el que 
no siendo esencial en él, se entiende pertenecerle sin la necesidad de una cláusula 
especial, dado que si no se pacta, no existe norma legal que lo establezca. El plazo es, por 
tanto, un elemento accidental del contrato en razón a que, en los términos del mismo 
artículo, ni esencial ni naturalmente le pertenece a éste, y se le agrega por medio de 
cláusulas especiales, es decir que no es necesario para la formación del acto ni se 
sobreentiende como integrante de él. De consiguiente, no siendo el plazo un elemento de 
la esencia del contrato sino meramente accidental, se puede modificar por acuerdo de las 
partes, pues éstas lo establecen en el respectivo contrato.8 (Cursiva fuera de texto). 
 
Ahora bien, no existe ninguna restricción expresa para modificar los contratos estatales y 
los mismos principios antes referidos puede poner en evidencia la necesidad de suscribir 
documentos de modificación en los cuales se cambie parte de las estipulaciones pactadas 
en un comienzo. En el contexto antes descrito, la jurisprudencia ha fijado pautas generales 
conforme a las cuales la Administración Pública debe evaluar, teniendo cuenta las 
particularidades de cada caso, si resulta procedente suscribir documentos de modificación 
a los contratos que ha celebrado. Así, por ejemplo, la Corte Constitucional, mediante 
sentencia C-416 de 2012. 
 
Por lo anterior, el Área de Asistencia Legal, a través del servidor encargado, encuentra 
procedente la suscripción de un acuerdo de modificación del contrato principal 
 
 
Para constancia de lo anterior, se firma en Sincelejo a los Veinte  (20) días del mes de  
noviembre   del año 2024. 
 
 
 
Atentamente;  
 

 
MIGUEL ANGEL CORONADO CABRALES 
Profesional Universitario Jurídico G-12 Área de Contratación 
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